RESUMEN EJECUTIVO 

TALLER O.D.C.A. SOBRE INICIATIVAS LEGALES EN MATERIA DE MEDIO AMBIENTE 

CONCLUSIONES PRIMER MODULO

LEGISLACION SOBRE INSTRUMENTOS AMBIENTALES DE TIPO ECONOMICO

I.
La idea matriz de una legislación sobre instrumentos de gestión ambiental de carácter económico, es incorporar a la legislación medioambiental herramientas que introduzcan ventajas o beneficios económicos asociados a las acciones descontaminantes y al cumplimiento de normas o exigencias ambientales por parte de los agentes contaminantes.

II.
El diseño y regulación del o los instrumentos referidos debiera estar informado por los siguientes criterios y principios:

· El instrumento debe integrar el beneficio económico con un efecto claramente descontaminador, de modo que no se circunscriba al mero concepto de pagar por contaminar, sino que constituya claramente un instrumento de gestión ambiental que contribuya al logro de objetivos o metas específicas de descontaminación.

· El instrumento debe contemplar un incentivo a las reducciones de emisión y a la ejecución de acciones para descontaminar.

· El instrumento debe excluir o minimizar al máximo los efectos adversos o distorsionadores tales como un estímulo exagerado a trasladar las actividades contaminantes a zonas prístinas o con escasa contaminación.

· El instrumento debe integrarse y complementarse con otros instrumentos tales como los de comando y control y las autorizaciones ambientales, sin desplazar ni sustituir del todo a éstos.

· El instrumento debe considerar la flexibilidad necesaria para no generar un desincentivo a la actividad productiva ni un costo inviable para las actividades productivas a las que se aplique. 

· La aplicación de este tipo de instrumentos debe definirse sobre la base del principio de la gradualidad, de modo que sea sustentable y viable en el contexto de desarrollo y crecimiento de cada país.

· En la definición y aplicación concreta del instrumento deben contemplarse mecanismos efectivos de participación ciudadana.

III.
Al Estado y sus organismos les corresponde el rol de conducir, controlar y fiscalizar la aplicación del instrumento, para lo cual debe contar con las siguientes atribuciones y funciones:

· Una institucionalidad adecuada que recopile y sistematice la información oficial de cada uno de los elementos o parámetros ambientales que concurran en el instrumento de que se trate, tales como, mediciones, registros, fuentes, grados de cumplimiento, entre otros.

· Una función asignadora de los beneficios o ventajas económicas asociadas al instrumento, en que se resguarde un acceso y una participación igualitaria, se garantice una asignación objetiva, y se cautele la correcta aplicación del instrumento.

· Una función fiscalizadora efectiva con un adecuado sistema de sanciones, que permitan precaver y/o reprimir la utilización abusiva del instrumento.

CONCLUSIONES SEGUNDO MODULO

LEGISLACION MARCO PARA UN SISTEMA NACIONAL DE GESTIÓN AMBIENTAL

I. 
La idea central de esta Ley Marco es obtener un nivel óptimo de sincronización técnica y administrativa entre las distintas instituciones del Estado con competencia en lo ambiental. El punto de partida debe ser la integración de funciones y la simplificación normativa que permita agilizar los procesos de evaluación y seguimiento de la problemática ambiental. 

II.
Lo anterior significa evitar la duplicidad de procedimientos administrativos en los órganos del Estado, y disminuir los niveles de burocracia y gastos administrativos al interior del Sistema de Gestión Ambiental, de acuerdo a los siguientes criterios: 

· Los distintos modelos de articulación institucional descritos por los delegados, remarcan la necesidad de establecer alianzas estratégicas entre el Estado, el Sector Privado y la Ciudadanía. Sólo de este modo, se podrá establecer un Sistema Nacional de Gestión Ambiental que sea consensuado y que dé garantías a los miembros de la sociedad.

· Sea cual sea el Modelo de Gestión Ambiental aplicado en nuestros territorios, éste no debe ser restrictivo al desarrollo económico y al crecimiento de nuestros países. En este sentido, se observa como ventajoso, para el proceso de introducción de inversión extranjera, contar con un sistema de gestión ambiental claro y transparente. 

· El desarrollo de una institucionalidad que involucre de manera coordinada a los distintos órganos del Estado permitirá la consolidación de un sistema eficiente de Gestión Ambiental. En este sentido, la claridad de las competencias, en los distintos niveles de la administración del Estado, es un elemento clave para la gestión eficiente del sistema. 

· La aplicación del derecho en la solución de los problemas ambientales conlleva una inversión en capital humano, a través de la capacitación del poder judicial y sus órganos colegiados. Sólo así será posible obtener una adecuada aplicación de la normativa por parte de los órganos jurisdiccionales existentes, alternativa que se considera más apropiada que la creación de tribunales especiales. 
CONCLUSIONES TERCER MODULO

LEGISLACION PARA UNA GESTION INTEGRAL DE RESIDUOS SÓLIDOS

I. La idea central de una legislación para la gestión de residuos sólidos es establecer una regulación integral para el manejo de todo tipo de residuos sólidos, que permita una disminución progresiva de la cantidad de residuos generados, que fomente y priorice el reutilización y el reciclaje, y que incorpore procesos de recolección, tratamiento y disposición final eficaces, económicos y que den garantía de una adecuada preservación del medio ambiente y la salud de la población.

II. La formulación de esta normativa debiera sustentarse en los siguientes criterios y principios estructurantes:

· La gestión integral de los residuos sólidos debe abarcar diversos instrumentos complementarios: de ordenamiento territorial, normativos, de comando y control, de estímulo o fomento, de gravamen o imposición, entre otras.

· Para lograr una gestión integral de residuos sólidos es imprescindible incorporar y desarrollar un fuerte contenido educativo, de manera de difundir e internalizar en la sociedad, hábitos y comportamientos de consumo que minimicen la generación de residuos, y actitudes que favorezcan la separación, clasificación y reciclaje de residuos.

· La legislación debe definir con claridad que la responsabilidad por el tratamiento y disposición de los residuos sólidos es compartida por todos los generadores de residuos, sin perjuicio del rol que corresponde al Estado de proveer los servicios esenciales para esos procesos.

· Es necesario reconocer los costos de la recolección, tratamiento y disposición final de los residuos sólidos, y distribuirlos de un modo adecuado entre los diversos actores. En este sentido, se considera apropiado que las legislaciones contemplen mecanismos que permitan la externalización eficiente de tales procesos, en la medida que ella involucre menores costos para los organismos estatales involucrados. Adicionalmente, se deben establecer incentivos o premios para una adecuada o más eficaz gestión integral de los residuos sólidos.

· La gestión integral de residuos sólidos debe hacerse cargo de actividades marginales asociadas a residuos sólidos, en la medida que constituyen formas de sustento de algunos grupos o sectores, diseñando mecanismos de conversión que aminoren el impacto social, de modo que no se conviertan en elementos distorsionantes para el éxito de la gestión.

· Asimismo, se deben considerar mecanismos concretos que desincentiven la utilización de ciertos envases o materiales, tales como aumento de costos o precios o prohibiciones, entre otras.

III. En el diseño y aplicación de una normativa para la gestión integral de los residuos sólidos, el rol del Estado y sus organismos debiera ordenarse conforme a los siguientes criterios:

· La gestión de residuos realizada por el Estado o sus organismos locales, debe ajustarse a los principios, normas y exigencias generales que se hayan definido.

· El Estado y sus organismos deben estar facultados para externalizar y/o concesionar los servicios esenciales para la gestión de residuos, de modo que pueda optar por encomendar tales servicios al sector privado cuando las condiciones de eficiencia y precio así lo aconsejen.

· Los organismos del Estado deben contar con las atribuciones y potestades necesarias para controlar que los órganos locales encargados de la gestión de residuos cumplan en todo momento con las exigencias y finalidades de la normativa aplicable.

· La actividad normativa de los organismos estatales debe orientarse, entre otros aspectos, a generar programas y contenidos educativos para la disminución de los residuos y para el reciclaje; a incorporar los procesos de separación y selección de residuos en los procesos de disposición de residuos; a establecer exigencias de seguridad ambiental en la regulación de los rellenos o vertederos sanitarios; y a incentivar concretamente la gestión eficiente de residuos sólidos a nivel local. 

CONCLUSIONES CUARTO MODULO

LEGISLACION SOBRE BIODIVERSIDAD 

I.
La necesidad de formulación de un marco legal en el área de la biodiversidad responde fundamentalmente a la riqueza y diversidad biogenética de los países de la región.

II.
Los criterios esenciales de este marco legal se fundan en los principios y valores de equidad, solidaridad intergeneracional, valorización de los procesos culturales de uso de los elementos biogenéticos. En este sentido, la legislación se deben considerar los siguientes elementos: 

· Mecanismos que permitan traspasar los beneficios generados por la utilización de los recursos biogenéticos a las comunidades locales.

· El mecanismo de pago por servicios ambientales es visualizado como una alternativa innovadora para la protección y conservación de los recursos naturales.

· En relación con el conocimiento obtenido a partir del estudio de la biodiversidad, se enfatiza la necesidad de valorizarlo y protegerlo, a través de mecanismos como la propiedad intelectual o industrial. En paralelo, se reconoce el derecho de objeción cultural por parte de las comunidades locales y pueblos indígenas,  por razones culturales, espirituales, sociales, económicas o de otra índole, al uso de los recursos y a su conocimiento por parte de terceros. 

· En relación a la bioprospección, se recalca el rol del  Estado como garante de todos los elementos de la biodiversidad y los procesos y actividades derivados de su manipulación, en aquellos territorios o áreas sujetas a administración o control estatal. 

· Se hace hincapié en la necesidad de complementar la ley de biodiversidad con la promulgación de otros cuerpos legales, tales como: ley de recursos hídricos, ley de conservación de suelos y ley de protección bosque nativos, entre otras.

CONCLUSIONES DEL QUINTO MODULO

LEY DE EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y SU RELACIÓN CON ORDENAMIENTO TERRITORIAL

I.
Ene esta materia la legislación se debe orientar hacia una articulación funcional y espacial de las políticas sectoriales, que promuevan patrones equilibrados de ocupación y aprovechamiento del territorio. Lo anterior llama a pensar en un proceso que incorpore el principio de la gradualidad como elemento rector de la formulación de políticas de ordenamiento territorial. 

II.
La implementación de una política de ordenamiento requiere necesariamente el concurso de todos los actores sociales que forman parte del territorio a intervenir. 

· La estrategia de ordenamiento territorial sostenible debe compatibilizar el uso de los recursos naturales con el desarrollo económico a nivel local. 

· La estrategia deberá articular adecuadamente los elementos de la diversidad regional, social, demográfica y de deterioro ambiental.

· Se debe generar un proceso consensuado a nivel local, para un ordenamiento ecológico general del territorio.

· Es necesario que la estrategia considere la situación preexistente, generando mecanismos que incentiven la recuperación de territorios destinados a usos contrarios a su aptitud natural.

· Asimismo, deben contemplarse incentivos para la preservación de aquellos usos acordes con el destino o aptitud natural de los territorios, como por ejemplo, mediante el pago de servicios ambientales.

CONCLUSIONES SEXTO MODULO

LEGISLACION PARA LA GESTION INTEGRAL DE RESIDUOS INDUSTRIALES Y DE ACTIVIDADES DE SERVICIOS

I. La idea matriz de una legislación para la gestión integral de residuos industriales y de actividades de servicio es establecer una regulación que, ordenando cada etapa de la generación y posterior tratamiento y disposición, minimice los impactos ambientales asociados a la producción de estos residuos.

II. Una legislación para la gestión integral de residuos industriales y de actividades de servicio debiera sustentarse en los siguientes principios o criterios:

· Integración de instrumentos para cada una de las etapas relativas a los residuos industriales y de servicios, de modo que en cada una de ellas, se controlen sus efectos y se propenda a la disminución de los riesgos y efectos asociados.

· Inclusión de mecanismos que incentiven el cambio tecnológico en los procesos industriales, generando mecanismos de producción limpia.

· Regulación exhaustiva de las responsabilidades asociadas a la generación, transporte, tratamiento y disposición final de residuos industriales y de actividades de servicios, incorporando un sistema adecuado de sanciones de tipo administrativo, civil y penal.

· Imposición a los generadores de obligaciones de: reducción de volumen de residuos,

· Reducción de los niveles de toxicidad, nocividad o riesgo en los residuos que produzcan,

· Envasado o contenedores adecuados según el nivel de peligrosidad de los residuos,

· Contar con sistemas de tratamiento in situ para los residuos que genere el respectivo proceso industrial o actividad de servicio o, en su caso, de contratar dicho tratamiento, a su costa, con terceros,

· Reutilización o reciclado de aquellos residuos generados que tengan tal aptitud,

· Disponer mecanismos de control de la importación, transporte y disposición final de los residuos industriales y de actividades de servicio,

· Establecer una regulación exhaustiva de las plantas de tratamiento y de disposición final, imponiendo exigencias ambientales para tales actividades, autorizaciones previas, estándares tecnológicos y mecanismos de control,

· Contemplar incentivos para el aporte voluntario de generadores de residuos que, mediante el perfeccionamiento tecnológico de sus procesos o de su gestión ambiental en general, obtengan reducciones en la cantidad de residuos, o en sus niveles de toxicidad, peligrosidad o nocividad,

· Considerar mecanismos para identificar fuentes y residuos según categorías de peligrosidad, de manera que la reglamentación aplicable a cada uno de ellos sea proporcional a dichos niveles de riesgo.
MODULO PARTICIPACIÓN CIUDADANA

La sociedad civil organizada es un pilar fundamental de nuestra visión humanista cristiana. Ella es la expresión más fidedigna de la democracia y a través de la cual podemos obtener los más eficientes resultados. Desde esta perspectiva, la incorporación de la participación de la ciudadanía en la planificación y acción ambiental es un imperativo ético y práctico.

Las organizaciones intermedias de la sociedad tienen, por su parte, la responsabilidad de articular las inquietudes e intereses ambientales de la sociedad civil con las tareas del Estado en estas materias, son las encargadas de constatar sus problemas y organizadamente buscar la solución de los mismos, son en definitiva, el eje de efectividad, de cualquier política a aplicar.

La participación, para nosotros es fundamental desde el concepto de sinergia, es decir, que las acciones en las que nos involucramos en conjunto siempre darán más resultado que la suma de lo que puede hacer cada uno desde su lugar.

· La ODCA propugna incorporar en la legislación, la promoción de sistemas y mecanismos diversos de participación como son las consultas o plebiscitos, parlamentos estudiantiles, clubes ecológicos, cuerpos de Protectores Ambientales, de la misma forma recomienda la creación en cada país de un Fondo Solidario para la información y la educación ambiental.

· Se propone constituir Foros de Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible, que pueden referirse a problemáticas puntuales, como ser recurso agua, aire, suelo, etc., permitiendo la participación de distintas organizaciones interesadas en la problemática ambiental, como ser: Organizaciones no Gubernamentales Ambientalistas, Cámaras Empresariales, Colegios Profesionales, Docentes e Investigadores, entre otros, que signifiquen un canal relevante de participación ciudadana, en cuyo seno se expresaron intereses, proyectos, inquietudes, asumiendo además un compromiso y responsabilidad con la preservación del medio ambiente.

· Otro aspecto importante, es la conformación de Consejos Federales, Estatales o Locales de  Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable que funcionen como órgano asesor consultivo del órgano institucional a cargo del tema Medioambiental, en forma no vinculante.

El mismo debe prever la participación de representantes de los gobiernos Federal, Estatal y Local, sus respectivos  Comités Técnicos,  representantes de las Organizaciones no Gubernamentales legalmente constituidas, Organizaciones intermedias, Colegios Profesionales, Universidades, Institutos de Ciencia y Tecnología, y toda otra persona jurídica o física que pueda aportar sus conocimientos o experiencias.

· La Legislación deberá prever que se pueda convocar a Audiencias Públicas a las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, responsables, potencialmente afectadas e interesadas en debatir los aspectos que hacen al impacto ambiental de los proyectos o actividades de producción o servicios, de tal forma de diseñar en conjunto las acciones necesarias para prevenir y mitigar el impacto ambiental. Las conclusiones o recomendaciones emanadas de las audiencias públicas deberán tener carácter no vinculante.







